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Rcpública de Colombia

€®fte Suprema de Jüsli€ia

Sala ü8 Sasa®ión Peml

JOSÉ FRANCISCO ACUÑA VIZCAYA

Magistrado Ponente
AP587312017

Radicación N° 50966

(Aprobado Acta N° 297)

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil diecisiete

(2017)

VISTOS:

®

Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por
el Ministerio Público y el representante de ví.ctimas contra el

numéral séptimo del auto del 31 dejulio de 2017, mediante el

cual  1a  Sala  de  LJusticia  y  Paz  del  Tribunal  Superior  de

Medellín   suspendió   el   proceso   contra   PAULA   ANDREA

FERNÁNDEZ CASTRO hasta que entre en funcionamiento la

Jurisdicción Especial para la Paz.

ANTECEDENTES RELEVANTES :

1.     PAULA     ANDREA     FERNÁNDEZ     CASTRO,     con

fundamento en el artículo 35 de la Ley  1820 de 2016 y en el

Decreto 277 de 2017, solicitó la libertad condicionada ante la

Fiscalía General de la Nación,  quien radicó la petición en la
Sala de LJusticia y Paz del Tribunal de Medellin.
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2. Despué.s del trámite correspondiente, el día 31 de julio

de 2017,1a Sala accedió a la petición del postulado,  decretó

la conexidad de varios procesos que se le seguían en lajusticia
ordinaria y suspendió la actuación procesal ante la Sala de
Justicia   y   Paz.   EI   Ministerio   Público   apeló   la   decisión

contenida  en  la parte  resolutiva  en  el  numeral  séptimo  de
suspender el trámite de los procesos hasta que entre a operar
la  LJurisdicción  Especial  para.  1a  Paz.  En  igual  sentido  se

manifestó el apoderado de las víctimas.

®

®

LA DECISIÓN IMPUGNADA:

La  Sala  de  Justicia  y  Paz  del  Tribunal  Superior  de
Medellín concedió la libertad condicionada a PAULA ANDREA

FERNÁNDEZ CASTRO por encontrar reunidos los requisitos

exigidos  en la Ley  1820  de  2016 y el  Decreto  277  de  2017,

dado que la peticionaria está siendo procesada por los delitos

que cometió con ocasión y en relación con su pertenencia a
las FARC-EP y, además, suscribió el acta de sometimiento a
la Jurisdicción Especial para la Paz.

Dispuso    la    conexidad    de    los    procesos,    pues    se

encontraban  reunidos  los  presupuestos  establecidos  por  el
artículo  35  de  la  Ley   1820  de  2016,  en  armonía  con  los

articulos  10° y  11° del Decreto Ley 277 de 2017.

Igualmente,  ordenó  la  suspensión  de  las  actuaciones

procesales hasta que entre en funcionamiento la Jurisdicción
Especial para la Paz.

\

éégzé8áé=/



•Í

JUSTICIA Y PAZ 50966
PAULA ANDREA FERNÁNDEZ CASTRO

EL RECURS0 DE APELACIÓN:

El  delegado  del  Ministerio  Público  recurrió  la  decisión

con  el  propósito  que  se  revoque  el  numeral  séptimo  de  la

decisión, que dispone la suspensión del proceso que se sigue

contra PAULA ANDREA FERNÁNDEZ CASTRO.

®

La razón de la inconformidad, en criterio del apelante, es

que en la decisión atacada se hizo una interpretación exegética
del articulo 22 del decreto 277 2017 y el sentido de la norma

se debe extraer a partir del origen del citado decreto que es el
artículo segundo del acto legislativo 01 del año 2016 en el que

se facultó pro€empore al Presidente de la República para que
expidiera decretos,  con fuerza de ley,   cuyo  contenido fuera

facilitar,  asegurar la implementación y desarrollo normativo
del acuerdo final para la paz, por lo tanto,  debe acudirse a él

para  interpretar  la  norma  que  ordena  la  suspensión  del
proceso la cual no es congruente con el objetivo que persiguen
esas normas.

El representante de las víctimas funda su inconformidad
en que la aplicación del artículo 22 del Decreto 277 de 2017

vulnera derechos fundamentales de las victimas en el proceso
de justicia y paz, y solicita una interpretación más moderada
de la norma que dispone la suspensión de los procesos.

INTERVENCIÓN DE LOS NO RECURRENTES:
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La  Fiscalía  coadyuvó  el  recurso y  reitero  que  no  debe

suspenderse  el  trámite  del  proceso  en  LJ.usticia  y  Paz,  sin

entregar   argumentos   distintos   a   los   esgrimidos   por   los
apelantes.

Finalmente,   el   defensor   del   postulado   se   une   a  la

pretensión de que no se suspenda el proceso en Justicia y paz,
pues   esto   representa   un   detrimento   para   las   víctimas,
además,  el  proceso  que  se  suspende  persigue  los  mismos
objetivos que la Jurisdicción Especial para la Paz.

CONSIDERACIONES DE LA CORTE:

1. La Corte es coiñpetente para resolver los recursos de

apelación  interpuestos  conforme  con  lo  establecido  en  el

parágrafo  1°  del  articulo  26  de  la Ley 975  de  2005,  68  del
mismo estatuto y numeral 3° del artículo 32 de la Ley 906 de

2004,  por tratarse  de una decisión proferida por la Sala de
Justicia y Paz del Tribunal Superior de Medellín.

Lo anterior porque la Sala precisó que las solicitudes de

libertad condicionada presentadas por los postulados a la Ley
de  |Justicia y  Paz  deben  resolverse  por  los  magistrados  de

control de garantías o de conocimiento de esta jurisdicción,
según el estado del proceso (CSIJ AP1701-2017).

2.   El  auto   fue  impugnado   con  respecto   al  numeral
séptimo que ordenó:
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ttsuspBNDER   ez   preserúe   proceso   d,e   rcLdj,ccLdo   11   001
60  00253  2009 83873 g Za cci,Li,sa dond,e se condenarorL Zos
hechos  corLexa,dos  erL  este  proveído,  hasta  que  eriíre  erL
f u;nciona:miert±o 1,a JurisdicciórL  Especial para 1,a  Paz,  quien
será    1.a  que  d,efima     sí    l,a  postuzada  PAULA  ANDREA
FERNÁNDEZ   CASTRO,   al,ias      "Paol,a"      queda      a      su
disposiciórL, g si se mantiene ez beneficio que acá se otorga»

3.  Contra esta decisión  se  oponen  los  recurrentes  con

distintos  razonamientos  que  incluyen  argumentos  como  el
haber realizado una interpretación  exegética del artículo  22
del decreto 277 de 2017, pues el significado debe construirse

a partir del  articulo  segundo  del acto  legislativo  01  del año

2016, que revistió al Presidente de la República para expedir
normas dirigidas a la implementación del acuerdo final y que
la suspensión no es acorde con la finalidad de la normativa de
origen   presidencial.   De   igual  manera,   se   arguyó   que   la
suspensión afecta el derecho de las víctimas en el proceso de

|Justicia y Paz.

®

4.  La  Corte  confirmará  esa  determinación  porque  la

orden  de  suspender  el  proceso  tiene  como  fundamento  el
mandato incluido en una disposición legalmente incorporada
al ordenamiento jurídico nacional.

En efecto, el artículo 2° del Acto Legislativo 01  de 2016

autorizó al Presidente de la República para expedir, con fuerza
de  ley,  1os  decretos  necesarios  para  facilitar  y  asegurar  la
implementación y avance normativo del Acuerdo Final para la
Terminación  del  Conflicto  y  la  Construcción  de  una  Paz

Estable  y  Duradera.   En  desarrollo  de  dicha  facultad,   se
expidió el Decreto 277 de 2017 con el propósito de regular el

procedimiento para la implementación de la Ley 1820 de 2016
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que,  a  su  vez,  estableció  la  amnistía  e  indulto  por  delitos
políticos   y   conexos,   1os   tratamientos   penales   especiales
diferenciados    para    agentes    del    Estado    y    la    libertad
condicionada aplicable a los destinatarios de la Jurisdicción
Especial para la Paz.

Al respecto la Sala ha sostenido, a partir de la AP5069-

2017,    del   radicado    50655,    que    esa   norma   debe    ser
interpretada de acuerdo a lo establecido en el Acuerdo Final

para la Paz, que en el 1iteralj del numeral 48 del punto 5, dice
lo siguiente:

``La   Fi,scal:Ía   General   de   l,a   Nacj,ón   o    el   órgcmo
investigador d,e cualquier otra jurisdiccrión que opere erL
Cozombi,a,    confinuará,   adezarúando   Za   irLuestigaciórL
hasta  ez  día  erL  que  Za  Sala,  urLa  uez  concluidas  las
etaÉas       cm±eriorrnen±e      prevístas       t...j,       artuncí,e
púbticcmer[±e que en tres rn,eses preseria,rá al Tribunal
para l,a Paz su resoluciórL de conchLsiorLes, mornerúo erL
ez cual Za Fi,sccúía o  ez órgano investigad,or  de  que  se
trc[±e,   deberá,n   rer"j,tir   a   l,a   Sala   l,a   totalidad,   de
inuestigaciones   que   tenga.  sobre   dichos   hechos   g
corLduc±as,  rrLorrLen,±o  en ez cual l,a Fi,scalía o  ez órgcmo
investigador de que se tra±e perd,erá com;petencias para
segrir inuestigcmdo hechos o conduc±as com:petencia de
la Jurisdj,ccj,ón Especial de Paz:' .

"Consi,d,era la Sala que l,a merLciorLada susperLsión de Zos

procesos debe ser in±erpretad,a de Za siguiert±e m,cmera:
Dado  ez  imperativo  de  corLocer  l,a  verdad„  rLo  podrá
susperLd,erse     ez     curso     d,e     las     investigaciones
adel,an±adas por la Fiscalía General d,e l,a Naáón, pero
para   tal   efiec±o   debe   ert±erLd,erse   ez   ámbtio   de   su
investigaciórL en l.os térr"j;nos d,efi]ridos en la Leg 906 d,e
2004,   es   decir,   corrLo   l,a   búsqueda   g   reccmdo   d,e
el,emert±os mctieriales proba±orios g  eui.dencia fisica en
orden a. reconstmi,r l,a conduc±a rrLotiuo de averiguaciórL
(r"meral  3  dez  ariícuzo  250  de  l,a  Constftucrión),  de
rn,cmera  que  se  exclugen  acfiuidades  tales  corrLo  l,as
órderLes  de  ca,ptura,  los in±errogctiorios,  Za fiorrimlaciórL
de    impu±actórL,     1,a    imposición    de     medid,as     d,e
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asegurcm'rierúo,  Za  acusaciórL,  etc.  Y,  d,esde  luego,  el,1,o
conlleua, con magor razórL, Za susperLsiórL de l,os juicrios
erL trárrri±e ..

En Zos  procesos  gobemados por Za Leg  600  de  2000,
úrriccmert±e  g  por  l,os  m;ismos  argumerT±os,  una  vez
d,ispuesta   Za   suspensión,    l,a   Fiscal,Ía   sóZo   podrá,
adel,an±a,r Zabores d,e asegurcmierúo de l,as pruebas, si;n
que  haga  tugar  a  órdenes  de  cctptura,  indagc[±orias,
resol,ucj,ones de medidas de aseguram:ien±o o acu,saciórL
g tcm±o merLos tra:ri±ar juicios o proferir sert±encias.

Ahora,  d,ada l.a especial rLa±Liral,eza de l,a Leg  975  de
2005, erL cuan±o l.as i)ersi;ones de los postuzados son ez
principal i;nsumo para arribar a la verd,ad, nad,a obsta
para que sigarL si,endo escu,chados.

Resta señalcrr, que será an±e la Jurisdj,cción Especial de
Paz donde corLcurri,rán Zos r"iembros de las FARC-EP que
se  com:prometieron, a decj,r la uerdad  sobre Zos  delj,±os
corrteti,dos erL desarrol,lo dez conf lic±o cm'Lad,o.

Así Zas  cosas,  resul±a improced,ert±e  Za petición  de  l,os
recurrerT:±es  orierT±ada  a  que  rLo  se  aptique  ez  cj;±ado
precepto, pues si de confiorrridad, con ez cLriícu,1o 230 de
l,a   Consti±ución,    l,os   furLciorLarios   judiáales    están
sornetidos  al  imperio  d,e  l,a  Zeg,  rLo  se  cwi,erLe  con tal
imperc[±iuo     elud,j,r     ez     cumplimierT±o     del     claro     g
con±unden±e   mcmd,ctio   Zegal   corL  fu,erza   d,e   Zeg,   no
incompafibze  con  el  ord,en  constifii,ciorLal,  rrLás  aún  si
tcmlo    ez    Sísterna    h±egral    de    Verdad„    Justicia,
Reparac¿ón   g    No   repetición,   corrLo   l.a   Jurisdiccj,ón
Espec¿al   para   l,a   Paz   cread,os   medi`an±e   ez   Ac±o
Legiszafiuo 01  d,e 2017,  al igual que Leg  975 de 2005,
tierLerL corrLo eje cen±ral l,a reivi,ndicacrión de l,as uíctimas
g, por tcm±o, sus d,ereclws rLo se verán menguados con
ez   trasl,ado    dez   proceso    a   l,a   rmeija   jurisd,iccrión
trcmsi;áorLal,  dorLde  deberá,n ser reconocridos  en forma
d,efiritiva g asegurad,a su tndem,rizaciórL en Zos térrrtj,nos
preuistos erL Za Zeg .

La i.ncertidumbre  acerca  de  Za fecha  en  Za  cu,al
comenzará     sus     l,abores     l,a     reciérL     creada
Jurisdicci,ón Especial de Paz rLo fiacul±a desconocer
urLa  rLorma  Zegalme"±e  incorporada  al   si,stema
juridico rLacional que pre±ende agru,par l,os procesos
adel,cmlados co"±ra Zos in±egran±es de l,as FARC-EP
para  que  sus  rrilí±an±es  sean  juzgados  por  Za
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Jurisdi,cciórL Especial para Za Paz,  segúrL se pac±ó
en el Acu,erdo Fi.nal. TérLgase en cu,en±a due cucmdo
ez pasado  18 de fiebrero se expidió ez Deqre±o 277
dé  2oi7  ga  se  -sabía que  su impzemerriación rLo
seria inmedia±a, sin embargo, rLo se dispuso i,nclui,r
corLdici,onarrriert±os sobre su aplicación en ez tiempo.

En  mérito  de  lo  expuesto,  1a  CORTE  SUPREMA  DE

JUSTICIA,  SALA DE CASACIÓN PENAL,

RESUELVE:

1.  Confirmar el numeral séptimo de la decisión del 31

de julio  de  2017  de  la  Sala de  |Justicia y  Paz  del Tribunal

Superior de Medellín, con las salvedades expuestas en la parte

considerativa de este proveido, relativas al deber de continuar
con  las  versiones  de  los  postulados  y  con  las  actividades

investigativas aqui relacionadas.

2. Devolver la actuación al Tribunal de origen e informar

que contra esta decisión no proceden recursos.

NOTIFÍQUESE

EUGENIO FER
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